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    SALA LABORAL

          PEREIRA - RISARALDA


ACCIÓN DE TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA

Accionante: Hugo Valencia Gómez.

Accionado: Instituto de Seguros Sociales.

------------------------------------------------------------

MAGISTRADO PONENTE: ILDEFONSO MUÑOZ CARDONA
Pereira Risaralda, enero quince [15] de dos mil nueve [2009].

Acta N° 0009 de enero 15 de 2009.

Se resuelve, dentro del término estipulado en el Decreto 2591 de 1991, la impugnación de la sentencia de tutela dictada el trece de noviembre pasado por la señora Juez Primera Laboral del Circuito de Pereira dentro de la petición de amparo constitucional impetrada por el señor Hugo Valencia Gómez contra el Instituto de Seguros Sociales.
El proyecto, revisado y discutido, fue aprobado por el resto de componentes de la Sala y corresponde a la siguiente,




SENTENCIA:


1. HECHOS EXPUESTOS EN LA DEMANDA

Refiere el accionante que ha solicitado ante el ISS el reconocimiento y pago del retroactivo pensional al cual tiene derecho, el cual ha sido negado por la entidad, a pesar de haberse presentado la documentación respectiva. Indica que se presentó un error de la entidad al momento de la información del retiro, el cual ha sido reconocido, sin embargo se insiste en la negativa de la prestación aludida.

Depreca, entonces, ordenar a la institución la expedición de un nuevo acto administrativo en el cual se reconozca su derecho al retroactivo.


2. ACTUACIÓN PROCESAL

Avocado el conocimiento de la acción por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de esta ciudad mediante proveído de 30 de octubre de 2008 [fl. 33], se ordenó correr traslado al Instituto de Seguros Sociales por dos días, término durante el cual guardó silencio.


 3. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA
El 13 de noviembre de 2008 la funcionaria de primera instancia profirió decisión negando la tutela argumentando que lo que en el presente caso se busca es el reconocimiento de una prestación económica derivada de la seguridad social, lo que resulta improcedente por vía de tutela, pues no puede perderse de vista que existen las acciones ordinarias respectivas para la protección de las garantías fundamentales deprecadas.



4. IMPUGNACIÓN

El accionante estuvo en desacuerdo con la decisión por lo que la impugnó, manifestando que el objeto de tutela no es la obtención de una prestación económica, sino la simple expedición de un acto administrativo que, según se le ha informado por el ISS, se encuentra en trámite para firmas.

Refiere que existe un marcado error por parte del ente de seguridad social, el cual reitera que ha sido reconocido, por lo que resulta incomprensible su negligencia en la expedición del acto administrativo.

Procede esta Corporación a resolver lo que corresponda, previas las siguientes,

5. CONSIDERACIONES 

La acción de tutela contenida en la Carta Política de 1991, es un mecanismo subsidiario de las demás acciones ordinarias, por medio del cual se brinda a todas las personas la posibilidad de acudir ante cualquier Juez a solicitar el amparo inmediato de las garantías fundamentales contenidas en el texto constitucional, en los Tratados Internacionales ratificados por Colombia, los que no siendo fundamentales guardan estrecha conexidad con estos y los que resultan inherentes a la condición de ser humano.

Una de las esenciales particularidades de esta acción, se encuentra en su carácter subsidiario, que no es otra cosa que la imposibilidad de que con esta vía se sustituyan las acciones judiciales establecidas por la ley.
Así lo ha decantado con suficiencia la jurisprudencia de la Corte Constitucional, resultando pertinente referir varios pronunciamientos sobre la materia:

“La tutela no es una figura que entorpece o duplica al sistema judicial consagrado en la Constitución y la ley, sino que está integrada como mecanismo subsidiario a las diferentes jurisdicciones. No se trata, entonces, de una vía expedita para la resolución de un conflicto o para la obtención de un determinado resultado, pues la subsidiariedad comporta el respeto a los medios de defensa judicial de carácter ordinario”
. (negrillas para destacar).

Así mismo dijo la citada Corporación:
“Ha recalcado en su jurisprudencia esta Corporación que la acción de tutela no puede convertirse en un instrumento adicional o supletorio al cual se pueda acudir cuando se dejaron de ejercer los medios ordinarios de defensa dentro de la oportunidad legal, o cuando se ejercieron en forma extemporánea, o para tratar de obtener un pronunciamiento más rápido sin el agotamiento de las instancias ordinarias de la respectiva jurisdicción. Su naturaleza es la de ser un medio de defensa judicial subsidiario y residual que sólo opera cuando no existe otro instrumento de protección judicial, o cuando a pesar de existir, se invoca como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

Ahora, debe precisarse que esta regla general tiene como excepción la procedencia de tutela bajos circunstancias especiales, como lo es la falta de idoneidad de la acción ordinaria o la ocurrencia de un perjuicio irremediable, caso éste último en el cual la tutela procede en forma transitoria.
Pues bien, en el asunto sub-lite, en cuanto a la idoneidad de la acción legal correspondiente, que en este caso sería la ordinaria laboral, se observa que la misma brindaría una defensa cierta, efectiva y pronta de los derechos fundamentales que resultan afectados con la no expedición del acto administrativo pretendido, además de ser el escenario adecuado para que, a través del debate probatorio y las distintas etapas procedimentales, se determine con claridad la existencia del derecho y la cuantía del mismo.

En cuanto a la ocurrencia de un perjuicio irremediable y de la correspondiente procedencia de la acción de tutela transitoriamente respecto de prestaciones económicas del orden laboral, el Tribunal Constitucional ha dicho lo siguiente:

 “5.1. Procedencia de la acción de tutela para el pago de prestaciones laborales:

- Excepcionalidad por afectación del mínimo vital.  La Corte en reiterada jurisprudencia ha señalado que corresponde a la jurisdicción ordinaria, mediante el ejercicio de la acción laboral respectiva, resolver reclamaciones de naturaleza laboral. Sin embargo, excepcionalmente, cuando la falta de pago de acreencias de origen laboral afecta el mínimo vital y la subsistencia de una persona y vulnera o amenaza los derechos fundamentales a la vida digna, la tutela procede para su reclamación efectiva en tanto sean la única fuente de recursos económicos para la  atención de las necesidades básicas, personales y familiares, del actor[
].

- Perjuicio y riesgo inminente.  En estos casos, debe acreditarse que el perjuicio causado lesiona, o coloca en inminente riesgo de lesión, los derechos fundamentales de la persona, al punto que los mecanismos ordinarios de protección judicial sean insuficientes para ofrecer un amparo efectivo y se haga irreparable el daño. Sólo en tales eventos, frente a lo irrebatible de la prestación y las circunstancias particulares del caso concreto, la acción de tutela desplaza el mecanismo ordinario de defensa”
.(negrillas para destacar).
Es menester entonces, que se presente una afectación grave del mínimo vital o de otros derechos fundamentales y, además, que se trate de un derecho irrebatible.

En este caso, ni uno ni otro aspecto se cumplen, pues el actor ha venido recibiendo su mesada pensional, lo que evidencia que cuenta con unas condiciones mínimas para la satisfacción de sus necesidades básicas, lo que redunda en una protección de sus derechos fundamentales, como la vida en condiciones dignas.

Respecto a la irrebatibilidad del derecho, encuentra esta Sala serías dudas, pues lo que único con que se cuenta en el plenario es con afirmaciones del accionante que no tienen un sustento probatorio sólido, es decir, que el derecho al retroactivo es un aspecto que debe dilucidarse efectivamente a través de la labor probatoria correspondiente, con audiencia de parte y con el pleno de las garantías fundamentales y el debido proceso para ambas partes, lo que no es posible cumplirse en la acción de tutela, dada la celeridad que debe imprimírsele al trámite.

Así las cosas, observa esta Colegiatura que la decisión de tutela adoptada por la Juez a-quo se aviene a los postulados y doctrina constitucional, por lo que será confirmada. 
En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por autoridad de la Constitución, CONFIRMA la sentencia de 13 de noviembre de 2008 proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira. 

Hágase conocer el contenido de esta decisión a las partes tutelante y tutelada, por medios idóneos y remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme al artículo 31 del Decreto 2591 de 1991.




Notifíquese y Cúmplase.




Los Magistrados,





ILDEFONSO MUÑOZ CARDONA


HERNÁN MEJÍA URIBE 
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO

Secretaria.
� Sentencia T-504 de 1994. M.P. Dr. ALEJANDRO MARTÍNEZ CABALLERO.


� Sentencia SU-599 de 1999.


[�] Ver Sentencia T- 311 de 1996, M. P. José Gregorio Hernández Galindo, criterio reiterado en múltiples oportunidades, entre las últimas en la sentencia T-274 de 2006 (Abril 4), M. P. Clara Inés Vargas Hernández.


� Sentencia T-948 de 2007. M.P. Dr. MAURICIO GONZÁLEZ CUERVO.
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